RÉGIMEN AMBIENTAL DE LA ENERGÍA ELÉCTRICA





Niveles legislativos a tener en cuenta





	Tal y como sucede con cualquier disciplina legislativa, siempre que enfrentemos la tarea de determinar la normativa aplicable a una actividad en particular con propósitos prácticos, debemos tener en cuenta que la misma estará constituída:





	a) Por las normas aplicables a todas las actividades, también a la que nos interesa. En el caso que nos ocupa, un proyecto eléctrico siempre podría estar alcanzado por disposiciones referidas a 	cuerpos de agua, atmósfera, áreas protegidas, bosques, fauna, flora, ordenamiento territorial, residuos, ruidos, radiaciones, vibraciones, sustancias  peligrosas, urbanismo, habilitaciones, etc. Dichas normas pueden estructurarse en leyes específicas, generales del ambiente, etc.





	b Disposiciones ambientales no orientadas exclusivamente a la actividad en cuestión, pero  que la mencionan o contienen regulaciones para los residuos, efluentes, contaminantes, etc. que le son típicos. Un buen ejemplo para el supuesto de la energía eléctrica son las normas de evaluación de impacto ambiental, que la incluyen en los listados de proyectos de evaluación obligatoria.





	c) Normas ambientales específicamente sancionadas para la actividad.





Otro problema: las derogaciones tácitas





	Este problema es común a todo el ordenamiento y tiene por resultado generar situaciones de inseguridad acerca del derecho efectivamente vigente (1) Recordemos que si existe una norma ambiental general o específica sobre una actividad y luego se sanciona otra (general o especial) que dice algo distinto, la solución del conflicto (de existir) responde a los siguientes criterios fijados por los Tribunales: 





	a) “La ley general no deroga las leyes especiales anteriores, salvo abrogación expresa o manifiesta incompatibilidad”. (2). Esto es, para que la ley general derogue la especial, debe decirlo así expresamente.





	b) “Cuando la ley especial es posterior a la general y sus disposiciones son incompatibles, ésta queda tácitamente derogada en esta materia”. (3). Esto es, se requiere que la ley especial sea posterior a la general, pero, además, que exista efectiva incompatiblidad.





	Debe examinarse, pues: 





	1) La existencia o no de incompatibilidades: si no las hay, ambas leyes regirán simultáneamente.





	2) Si las hay, habrá que determinar el carácter de cada una de las leyes (general o especial). 





	El siguiente cuadro indica las alternativas posibles:
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Tercer factor a tener en cuenta: Posibles colisiones por razones de jerarquía normativa





	Se trata de posibles colisiones en el tiempo de normas de diferente jerarquía (4). Sería el caso en que, vigente una resolución ministerial o del ENRE con disposiciones sobre temas ambientales, se sancionase una ley del Congreso con disposiciones distintas. Siendo la ley de jerarquía superior a la resolución: ¿La deroga? Parecería que en este caso será así si la resolución tenía su último fundamento en una ley que se pueda considerar derogada o modificada por la nueva, pero no si tuviese fundamento en una ley que no resulta derogada por la nueva ley. Por tanto, no deben compararse normas de distinto nivel de sistemas diferentes, sino del mismo sistema, entendiendo por tal el conjunto de normas que encuentran su fundamento en una misma norma de nivel superior. 





Consecuentes limitaciones de esta reseña





	Estas distinciones son necesarias porque nos referiremos ahora únicamente a  las normas ambientales específicamente sancionadas para la actividad, seleccionado con un criterio más bien restrictivo. A ello agregaremos únicamente ciertas normas de evaluación de impacto ambiental, que resultan de importancia práctica por comprender la actividad eléctrica dentro de los proyectos que deben ser analizados. 





 1) Leyes 23879 y 24539.Obras hidroeléctricas: La 23879 busca prevenir, mitigar y remediar los efectos negativos de las grandes obras hidroeléctricas, tanto nacionales como extranjeras, en este último caso, gestionando los acuerdos respectivos con los gobiernos involucrados. Recibe especial atención el problema de la esquitosomiasis (5). Para los aspectos referidos a la EIA son aplicables las disposiciones de la Resolución la 718/87 de la Secretaría de Energía. La ley 24539 agregó que los estudios deberán ser presentados en audiencia pública en el Congreso de la Nación. 2) Ley 24354. Sistema Nacional de Inversiones Públicas: Comprende los proyectos de inversión pública: Toda actividad del sector público nacional que implique la aplicación de recursos en todo tipo de bienes y de actividades que incrementen el patrimonio de las entidades que integran el sector público nacional, con el fin de iniciar, ampliar, mejorar, modernizar, reponer o reconstruir la capacidad productora de bienes o prestadora de servicios y también los proyectos de organizaciones privadas, provinciales o municipales cuando requieran transferencias, subsidios, aportes, avales, créditos y/o cualquier tipo de beneficios que afecten en forma directa o indirecta al patrimonio público nacional, con repercusión presupuestaria presente o futura, cierta o contingente. Algunos de estos proyectos deberán cumplimentar estudios de factibilidad o impacto ambiental, como es el caso de grandes represas (Superiores a las cincuenta hectáreas de espejo) y centrales térmicas cuya  potencia supere los 200 megavatios. 3) Administración de Parques Nacionales. Resoluciones 16/94, 17/94, 106/95, 7/97 y 52/98: Somete a diferentes categorias de EIA los proyectos que, dentro de su jurisdicción, consistan en represas y diques para aprovechamiento de energía eléctrica de más de 50 KW  o de capacidad inferior que requieran la construcción de embalses de más de 100 metros cuadrados u obras de canalización y regularización de cursos de agua con incidencia media sobre el ambiente. 4) Ente Nacional Regulador de la Electricidad: a) Resoluciones de la Secretaría de Energía 718/87, 149/90, 15/92, 154/93, 182/95.  b) Resoluciones ENRE 32/94, 51/95, 52/95, 195/96, 236/96, 13/97: Constituye, por cierto, la regulación fundamental. Si bien iniciada con anterioridad con la labor de la Comisión creada por la resolución 475/87 para elaborar propuestas que permitieran la integración ambiental en los proyectos energéticos, la normativa dirigida a regular cuestiones vinculadas con el ambiente en la actividad eléctrica se acentuó considerablemente con el proceso de privatización de las ex-entidades estatales. Esto ha conducido a un plexo normativo en parte integrado por normas dictadas con anterioridad por la Secretaría de Energía y en parte con posterioridad por el Ente (creado, precisamente, a raíz del proceso de privatización) y de la Secretaría. Dichas normas, ordenadas cronológicamente son: 1.-Resoluciones de la Secretaría de Energia (en alguna época, Subsecretaría): 1.1.-718/97 (29.12.87): Aprueba el Manual de gestión ambiental para obras hidráulicas con aprovechamiento energético. 	1.2.-149/90 (2.10.90): Manual de gestión ambiental de centrales térmicas convencionales para generación de energía eléctrica. 1.3.-15/92 (11.9.92): Manual de gestión ambiental del sistema de transporte eléctrica de extra alta tensión. (Modificada por la R. 77/98 . 1.4.-154/93 (27.5.93): Establécese la aplicación de las disposiciones del Manual de gestión ambiental de centrales térmicas convencionales, aprobado por la resolución ex-SEE 149/90. 1.5.-182/95 (25.4.95): Amplíanse condiciones y requerimientos fijados por la resolución 154/93 para las emisiones provenientes de plantas térmicas de generación de energía eléctrica. 2.-Resoluciones del Ente Nacional de Regulación Eléctrica: 2.1.-32/94 (29.4.94): Guía de contenidos mínimos del plan de gestión ambiental para agentes del Mercado Eléctrico Mayorista. 2.2.-51/95 (28.3.95): “Se considerará infracción de las obligaciones previstas para los generadores eléctricos por el articulo 17 de la ley 24065 en lo que respecta a la protección de los ecosistemas involucrados por su estructura física, sus instalaciones y la operación de sus equipos, a toda violación de las normas técnicas previstas en las leyes nacionales y provinciales, sus reglamentaciones, ordenanzas municipales y resoluciones dictadas por los organismos competentes de la Administración Pública Nacional, centralizada o descentralizada, que correspondan según el lugar de los hechos.”. 2.3.-52/95 (28.3.95): Establece que el Plan de Gestión Ambiental presentado por cada agente del Mercado Eléctrico Mayorista debe ser aprobado por el Directorio del Ente, previa intervención técnica y legal de las áreas correspondientes. Establece, además, los plazos para dicha presentación. 2.4.-En este momento comenzó el proceso de privatización. En cada uno de los casos, se adicionaron claúsulas ambientales a los respectivos pliegos de llamado. Dichas disposiciones fueron luego incorporadas a la normativa. 2.5.-195/96 (30.4.96): Necesidad de EIA en toda ampliación de centrales térmicas. 2.6.-236/96 (23.5.96): EIA en las ampliaciones de transporte o distribución de energía eléctrica. Trae un anexo y una Guía de Análisis. 2.7.-13/97 (16.1.97): Guía práctica para la evaluación de impacto ambiental atmosférico. Esta normativa comparte muchos elementos. Se demuestra, por ejemplo, en la resolución ENRE 32/94 que, al aprobar la Guía de contenidos mínimos del plan de gestión ambiental para agentes del Mercado Eléctrico Mayorista, remite a las resoluciones de la Secretaría de Energía 718/87, 149/90, 15/92 y 154/93, a los anexos de control ambiental de los pliegos de licitación para la privatización de paquetes mayoritarios de centrales y líneas de transmisión en el marco de la ley 24065, a la resolución de la Secretaría de Energía 342/93 (Estructura de los planes de contingencia), la ley 13660 (Seguridad de instalaciones de combustibles) y 24065 (marco regulatorio eléctrico), arts.2, inc. e); 16, 17 y 56 inc. a), b), j), k), m), n), ñ y q). En particular, es similar la estructura general de los EIA.  Las diferencias aparecen con el tipo de impactos según la actividad (hidroeléctrica, termoeléctrica, transmisión, etc.). Por lo cuál, los mismos items de evaluación pueden diferir fuertemente en el grado de detalle necesario. Así, las emisiones a atmósfera son importantes en la generación térmica, pero no en los demás supuestos. Esto es lo que justifica el nutrido manual que acompaña a la resolución de la Secretaría 718/87 y las disposiciones, también técnicas, que acompañan o regulan las resoluciones 149/90 (Secretaría) y 236/96 y 13/97 (Ente).





Normas provinciales de evaluación de impacto ambiental





	Suelen incluir la actividad eléctrica entre los proyectos sometibles: Buenos Aires. Ley 11723: Generación y transmisión de energía hidroeléctrica, nuclear y térmica y construcción de embalses, presas y diques. Córdoba. Ley 7343. (Decreto 3290/90): Anexo 1(EIA obligatorio): Centrales térmicas de al menos 300 MW y nucleoeléctricas. Anexo II (Sujeto a decisión del Consejo Provincial del Ambiente):  Producción, conducción y transformación menores de 300 MW, transporte de electricidad, diques y otras instalaciones destinadas a retener o almacenar aguas y edificios e instalaciones fijas y móviles, permanentes y temporarias en embalses de uso múltiple o provisión de agua potable. Corrientes. Ley 5067: Centrales térmicas y otras instalaciones de combustión de 300 Mw o más, centrales nucleares (excluídas “instalaciones de investigación para la producción y transformación de materias fisionables y fértiles en las que la potencia máxima no pase de 1 Kw de duración permanente térmica”) y grandes presas.Formosa. Ley l060: Se prescribe el estudio para todo tipo de represas y proyectos de desarrollo energético. Misiones. Ley 3079: Líneas de transmisión cuyo voltaje supere el valor que establecerá la reglamentación, hidroelectricidad con potencia a reglamentar y usinas eléctricas con potencia a reglamentar.  Río Negro. Ley 2342. Decreto 1511/92: Obras hidroeléctricas y de generación térmica o nuclear, sus transportes y evacuaciones de residuos. San Juan. Ley 6571: Generación de energía hidroeléctrica, nuclear y térmica y embalses. Tierra del Fuego. Constitución: Art.55: “Para la instalación de centrales energéticas de cualquier naturaleza, embalses, ...será indispensable autorización expresa del Estado Provincial, previo estudio del impacto ambiental, debiendo el proyecto para ser autorizado, garantizar que esa instalación no afectará directa o indirectamente a la población o al medio ambiente”. Ley 55: Represas (energéticas, riego y prospección) y otros proyectos energéticos. Tucumán. Ley 6253: 	Centrales energéticas de cualquier naturaleza y embalses.





NOTAS





(1) El problema es tan grave que ha motivado la sanción reciente de la ley 24967, llamada del “Digesto Jurídico Argentino”, anticipada por tareas emprendidas hace algunos años por el Ministerio de Justicia y que ahora contará con apoyo financiero de instituciones internacionales de crédito. La ley fija los principios y procedimientos para contar con un régimen de consolidación de las leyes nacionales generales vigentes y su reglamentación. El mismo contendrá por separado el derecho vigente, una vez concluída la tarea de la comisión de juristas que crea, consistente en determinar cuál es éste a través de la selva de derogaciones implícitas o genéricas (es decir, con expresiones del tipo “derógase toda norma que se oponga a la presente”) y aprobado por el Congreso el proyecto que la citada comisión elabore. La ley incluye una claúsula que declara derogadas todas las normas que no se hubiesen incluído en el Digesto en el momento que se sancione la ley que lo apruebe. La nueva ley incluye una disposicion loable: “Las modificaciones a las leyes y reglamentos integrantes del Digesto Jurídico Argentino deben ser expresas y ajustarse a la técnica de textos ordenados. La ley o reglamento de modificación indicará con precisión el texto que se modifica, sustituye o introduce...” (Art.18). Sin embargo, el círculo infernal sólo podrá concluir si los legisladores respetan voluntariamente esta disposición de aquí en adelante. En efecto: como se trata de una ley, podría ser modificada por otra ley posterior (...Aún tácitamente!). En consecuencia, si la siguiente ley vuelve a incurrir en los vicios que ésta procura subsanar, no habría forma de efectivizar la primera. Aclaremos, de paso, que la “técnica de textos ordenados” significa que, cada vez que se dicta una modificación a una norma, se publica íntegramente el texto de la ley modificada con la modificación incluída para que el lector disponga de la última versión completa.  





(2)  Salas, “Código Civil Comentado”, Comentario al art.17, Nota 1, b), b),  Fallos del nº 4. 





(3) Idem, Fallos del nº 5. A mayor abundamiento: a) R. Salvat, “Derecho Civil Argentino”, Parte General, TEA, 1964, Tº 1, Nº 239.II. Derogación Tácita: “La derogación en este caso sólo existe en los límites en que realmente son incompatibles la ley anterior y la nueva” (Pag.238). “...si lo incompatible es sólo una parte, subsistirá de la ley anterior la parte compatible”. (Adición de J.M. López Olaciriegui Nº 279 A en Pág.238). “La sanción de una norma que rige una parte de determinada materia (ley especial) importa derogación de la norma general anteriormente existente (ley general), pero sólo con relación a esa materia. Así, por ejemplo, si existiendo una ley de asociaciones en general, se dictara una ley sobre sindicatos, la primera norma continuaría siendo de aplicación respecto de las asociaciones que no tuvieran el carácter de sindicatos y la derogación se produciría sólo con relación a las que tuvieran ese carácter”(Idem, Pág.239). “La ley general, por su parte, no deroga la especial. Con relación al caso anterior, si existiendo ley de sindicatos, se dictara una ley general sobre asociaciones ésta no se aplicaría a los sindicatos que seguirían rigiéndose por la norma propia y especial”(Idem, Pág. 239). b) E.R.Aftalión - F.García Olano - J.Vilanova, “Introducción al derecho”, El Ateneo, 1960: (En la derogación tácita “...es necesario confrontar ambas normas y sólo en caso de formal contradicción entre ambas se podrá llegar a desechar la aplicación de la anterior...no pudiendo ser simultáneamente válidas dos normas contradictorias sobre la misma conducta”. (Pág. 306). La expresión, tan común, acerca de la derogación de todo “lo que se oponga a la presente” no agrega nada respecto de la norma que nada dice: en ambos casos es necesario investigar la compatibilidad o no de ambas normas. Por lo demás, la práctica de la derogación tácita o general (que es su equivalente) debería abandonarse y reemplazarse por una derogación específica, ya que, de otro modo, se incurre necesariamente en mucha confusión. 





(4) Sin entrar a considerar las jurisdicciones provinciales, debemos recordar que en el orden nacional rige una jerarquía de normas que permite representar el orden jurídico como una pirámide en cuya cumbre se encuentra la Constitución y los Tratados sobre Derechos Humanos que ella enumera más otros que se incorporen con el procedimiento por ella establecido, los Tratados internacionales, las leyes nacionales, los decretos del Poder Ejecutivo Nacional, las resoluciones (de Ministros, Secretarios, Subsecretarios, Entes, etc.). Las normas de una categoría inferior deben adaptarse a las de categoría superior so pena de poder ser anuladas mediante un procedimiento judicial especial (recurso extraordinario, art. 14 de la ley 48), tramitado ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 





(5) La esquitosomiasis es una enfermedad facilitada por las aguas quietas, efecto producido, entre otros casos, por las represas y las zonas aledañas que permanecen inundadas al aumentar el nivel. Esto permite que prosperen ciertos caracoles de agua dulce en cuyo interior el agente -tres especies de un gusano microscópico denominado “Schistosoma mansoni”- cumple una parte de su ciclo de vida. El caracol opera, pues, como huésped intermediario. El agente cumple el resto de su ciclo de vida parasitario en el interior del ser humano, que enferma. Una vez nacidas de los huevos, las larvas son expulsadas del caracol -hasta 100.000 durante los 6 meses de vida de un caracol infectado- en el agua, con la cuál toman contacto los seres humanos. Las larvas penetran por la piel, se alimentan, maduran y aparean en el torrente sanguíneo. Los huevos se aferran a tejidos mediante espinas afiladas, causando hemorragias múltiples, se alojan en el hígado y el bazo, bloqueando los vasos sanguíneos y producen múltiples reacciones defensivas (grandes inflamaciones, fiebre, alergias, etc.) que pueden conducir incluso a la muerte. Durante los años en que los seres humanos infectados no presentan síntomas, expulsan también huevos de los parásitos desarrollados en su interior por vía de las heces y orina. Las larvas nacidas de dichos huevos, después de penetrar en el caracol para cumplir una parte del ciclo de vida, son a su vez expulsadas, continuando el ciclo en otros seres humanos que, a su turno, enferman. De este modo,  los enfermos  propagan a su vez la infección. La esquistosomiasis afecta actualmente entre 200 y 300 millones de personas en 71 países de Asia, África y América del Sur, pero, según datos de la Organización Mundial de la Salud, 600 millones de personas están en riesgo. Un caso notable fue su difusión  a partir de la construcción de la represa de Assuan en el Alto Egipto. Si bien por tratarse de poblaciones pobres, las investigaciones, las prácticas preventivas y las medidas curativas no cuentan con recursos comparables a los que se invierten en patologías propias de zonas urbanas ricas de países desarrollados, como las enfermedades cardiovasculares o el cáncer,  se pudieron desarrollar vacunas a partir del uso de DNA recombinante. Para mayor información véase: “Biología”, H.Curtis y N.Sue Barnes, Editorial Médica Panamericana, pág.551.
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